
1 
 

CAPÍTULO 42 

EL RÉGIMEN FISCAL DE LOS PRECIOS DE TRANSFERENCIA. 
PROCEDIMIENTO DE COMPROBACIÓN. 

 

 

IÑAKI OLABARRIETA PAÚLES 
Agencia Estatal de Administración Tributaria 

SUMARIO: 1. CONCEPTO DE COMPROBACIÓN. 2. FUENTES DE 
INFORMACIÓN. 3. PRÁCTICA DE LA COMPROBACIÓN. 3.1. Las 
facultades de la Administración. 3.2. Entender el negocio de la empresa. 3.3. 
Delineamiento de las operaciones. El análisis de comparabilidad. 3.3.1. 
Características específicas de los bienes. 3.3.2. Términos contractuales. 
3.3.3. Análisis de activos funciones y riesgos. 3.3.5. Las estrategias 
empresariales. 3.4. Valoración de la operación. 4. NORMAS DE 
PROCEDIMIENTO SOBRE LA COMPROBACIÓN DE LAS OPERACIONES 
VINCULADAS EN LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES. 4.1. 
Contribuyente con el que se entienden las actuaciones. 4.2. Conclusión del 
procedimiento. Acta separada y liquidación provisional. 4.3. Impugnación. 
4.4. Ajuste correlativo por firmeza de la liquidación. 

 
1. CONCEPTO DE COMPROBACIÓN. 

La comprobación de los precios de transferencia de un grupo multinacional 
podemos entenderla en un sentido amplio, o reducido. 

En un sentido amplio, sería cualquier actuación tendente para verificar que la 
política de precios de transferencia de una empresa se ajusta a los parámetros 
y estándares fijados en la ley española y en las Directrices de Precios de 
Transferencia de la OCDE (en adelante, las Directrices). 

En un sentido reducido, solo sería la actividad de la Administración tributaria 
encaminada a verificar que la política de precios de transferencia de una 
empresa se ajusta a los parámetros y estándares fijados en la ley española y en 
las Directrices. 

En un sentido amplio, la comprobación de los precios de transferencia puede ser 
realizada tanto por el control interno del grupo o por un asesor externo 
contratado, como por la Administración, sin embargo, la comprobación en un 
sentido reducido solo es practicada por la Administración. 

Es evidente que ambos conceptos de comprobación compartirán muchísimos 
elementos, pero hay determinados elementos específicos que corresponden en 
exclusiva a la actuación de la Administración. 

En otras palabras, cuando señalemos que el agente encargado de comprobar la 
política de precios debe realizar un análisis de activos, funciones y riesgos, con 
arreglo a las Directrices, para delinear de forma precisa la operación analizada, 
esta afirmación es tan válida para el funcionario público a cargo un procedimiento 
de inspección, como para el asesor fiscal a quien se ha contratado para verificar 
que la política de precios de transferencia de un grupo es acorde a las Directrices 
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Sin embargo, cuando señalemos que los resultados de un procedimiento de 
inspección relativos a las operaciones vinculadas de un contribuyente deben 
recogerse en un acta separada, nos estaremos refiriendo exclusivamente a la 
actuación comprobatoria de la Administración. 

En este capítulo nos guiaremos por un enfoque reducido del concepto de 
comprobación, en el sentido de que lo estudiaremos desde la perspectiva de 
funcionario público y analizaremos aspectos que recoge la norma para la 
regulación de la actividad comprobatoria de la Administración, pero sin olvidar 
que, muchos de los elementos que aquí se van a mencionar, son tan válidos 
para la comprobación que realice la Administración, como para la que pueda 
realizar un asesor fiscal encargado de evaluar la corrección de los valores 
aplicados a una transacción.  
 
2.  FUENTES DE INFORMACIÓN. 

La primera cuestión que debe tener en cuenta el actuario a cargo de una 
inspección de precios de transferencia es que, para este tipo de comprobación, 
es necesario entender la empresa, entender su negocio y entender el papel que 
juega en la cadena de valor del grupo. 

Podemos pensar que esto es importante, en cualquier tipo de comprobación, 
pero en materia de precios de transferencia va a ser especialmente importante, 
como vamos a ir viendo, y se da la paradoja de que, por tratarse de 
contribuyentes con una operatoria transnacional, su actividad es especialmente 
compleja de analizar. 

Estas dos cuestiones han dado lugar a dos tipos de medidas, por un lado, que 
se regule de forma muy extensa qué tipo de información deben suministrar las 
empresas multinacionales a las administraciones tributarias para facilitarles la 
comprensión de la operatoria. No es solo cuestión de cuánta información debe 
facilitarse, sino también de cómo debe elaborarse y presentarse esta 
información. 

Por otro lado, se facilita, especialmente en el marco de la Unión Europea, pero 
en general en el de la OCDE, la cooperación entre administraciones, tanto en el 
aspecto de los intercambios de información entre administraciones, como en el 
de potenciar las actuaciones conjuntas de las administraciones europeas en el 
marco de controles multilaterales o inspecciones conjuntas. 

Todas estas cuestiones tienen sus capítulos específicos en este manual, por lo 
que no nos vamos a detener en su contenido concreto, sino que nos vamos a 
fijar en cómo pueden utilizarse en un procedimiento de comprobación. 

En primer lugar, el actuario va a tener a su disposición diversas fuentes de 
información para analizar y comprender a su contribuyente. 

Podemos distinguir entre fuentes de información públicas e información 
tributaria. 

Fuentes de información públicas serían la página web de la empresa, bases de 
datos comerciales, o registros mercantiles y depósitos de información en 
mercados de valores, como la CNMV en España o la SEC en Estados Unidos. 

Esta información no es estrictamente tributaria, pero es necesaria para una 
primera aproximación al contribuyente y a su negocio.  
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Además, en ocasiones también podremos encontrar información fiscal valiosa 
relativa a otros países que voluntariamente o de forma obligatoria deba 
recogerse en cuentas anuales u otros documentos depositados en registros 
públicos. Téngase en cuenta que el énfasis puesto durante la última década en 
la transparencia y la responsabilidad social corporativa obliga a las empresas a 
hacer pública gran cantidad de información que, en la fase de comprensión del 
contribuyente y su negocio, puede ser muy útil. 

Respecto a la información tributaria, a su vez, puede dividirse en declaraciones 
tributarias remitidas periódicamente e información que la empresa debe tener a 
disposición de la Administración, pero que se aporta solo a solicitud de la misma. 

Los documentos que la empresa debe tener a disposición de la Administración, 
pero que solo se aporta a solicitud de la misma, son el “máster file” y el “local 
file”. 

En el denominado “máster file”, el contribuyente debe aportar información 
relativa al grupo al que pertenece. Su contenido se regula por el artículo 15 del 
Real Decreto 634/2015, de 10 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del 
Impuesto sobre Sociedades, en adelante RIS. 

El denominado “local file”, es un documento relativo al propio contribuyente y a 
sus operaciones. Su contenido se regula por el artículo 16 del RIS. 

Ambos documentos se explican en detalle en un capítulo específico, por lo que 
no vamos a incidir en ellos en este punto. 

Por último, las declaraciones tributarias, pueden tener su origen en 
declaraciones presentadas en España, o en declaraciones presentadas en otros 
países por contribuyentes que no son españoles, pero que tienen contenido que 
afecta a contribuyentes españoles y que por ello se han intercambiado con 
España por las autoridades del país de origen. 

Comenzamos por las declaraciones tributarias de alcance nacional. Como ya 
hemos señalado, en España, el local file y el máster file se aportan a solicitud de 
la Administración Tributaria, por lo que antes de ese momento, el actuario debe 
confiar en información que el contribuyente aporta en declaraciones informativas. 
La declaración más importante es el modelo 232, Declaración informativa de 
operaciones vinculadas y de operaciones y situaciones relacionadas con países 
o territorios calificados como paraísos fiscales. 

En esta declaración el contribuyente debe informar de las operaciones que 
realiza con partes vinculadas, identificando las contrapartes, la jurisdicción en 
que residen, el concepto de la operación, el método de valoración o su importe. 

Esta declaración aporta una primera información que permitirá al actuario 
hacerse una idea preliminar de cuestiones relevantes como son, lo importantes 
que son para el contribuyente las transacciones vinculadas, si suponen la mayor 
parte de su negocio, o solo una pequeña fracción del mismo, quiénes son las 
contrapartidas y en qué jurisdicciones se encuentran, o qué tipo de operaciones 
realiza el contribuyente. 

Gracias al modelo 232 puede realizarse una primera identificación de las áreas 
de riesgo que pueden tener importancia. 
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Una vez que se aporten el local file y el máster file, el modelo 232 pierde su 
importancia, ya que estos documentos aportan la información contenida en esta 
declaración, y muy ampliada, pero dado que el local file y el máster file solo se 
aportan a solicitud de la Administración, hasta ese momento es la información 
más importante que tiene el actuario. 

El modelo 232 no es la única declaración en la que al contribuyente informa de 
las operaciones que realiza con no residentes. Otras declaraciones son: 

- Modelo 296: Declaración informativa de retenciones e ingresos a cuenta del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes (sin establecimiento 
permanente). Ahora bien, esta declaración no distingue entre operaciones 
vinculadas y no vinculadas. 

- Modelo 349: Declaración recapitulativa de operaciones intracomunitarias. En 
primer lugar, solo informa de operaciones que se realizan en la Unión 
Europea y, en segundo lugar, no identifica si se trata de una información 
vinculada, ni del concepto de la operación. 

- Suministro Inmediato de Información (SII): Se declaran las facturas emitidas 
y recibidas, pero no se informa de si son operaciones vinculadas, ni del 
método de valoración. 

Finalmente, tenemos una serie de declaraciones tributarias intercambiadas entre 
administraciones. 

Una de las evoluciones más interesantes de los últimos años es el incremento 
de la cooperación administrativa entre países, y a los efectos que nos interesan, 
de los intercambios automáticos de información. 

Los intercambios de información más relevantes para la comprobación de los 
precios de transferencia son: 

- Intercambios de rulings. Se trata de una medida implementada tanto en el 
marco del proyecto BEPS del G20, en concreto en la Acción 5, como en el 
de la Unión Europea en una modificación de la denominada Directiva de 
Cooperación Administrativa, o DAC 3. Cada modificación de esta directiva 
que da lugar a la inclusión de nueva información intercambiada tiende a 
conocerse, incluso en los documentos oficiales, por el término DAC seguido 
de un numeral. 

Este intercambio de información tiene su origen en diversas filtraciones que 
ponían de manifiesto acuerdos alcanzados por ciertos grupos 
multinacionales con determinadas administraciones que generaban 
sospechas sobre posibles mecanismos de planificación fiscal agresiva en 
perjuicio de otras administraciones. 

Sin embargo, hoy no debemos interpretar que este intercambio se reduce a 
mecanismos de planificación fiscal agresiva, ni mucho menos. El ámbito del 
intercambio es mucho más amplio. 

Si, por ejemplo, por medio de un acuerdo previo de valoración, una empresa 
italiana pacta con la administración italiana el precio al que la empresa 
italiana va a realizar sus transacciones con una entidad vinculada española, 
la Administración italiana está obligada a informar a la española del acuerdo. 
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Exactamente igual si es la entidad española la que pacta con la AEAT la 
valoración de sus operaciones con la entidad italiana. La AEAT está obligada 
a informar del acuerdo a la Administración italiana. 

Debe entenderse que no se está sugiriendo que estos acuerdos sean 
ilegítimos o dañinos para el otro país. El acuerdo puede ser perfectamente 
legítimo y estar correctamente valorado. El motivo del intercambio es que la 
Administración del otro país tiene que poder conocer el acuerdo y tiene que 
poder valorar si le supone un riesgo fiscal. 

- Intercambio del denominado Informe por país (artículo 14 del RIS), más 
conocido por su nombre en inglés como Country by country report (CBC). 

Cuando se realiza en el ámbito de la Unión Europea se conoce como DAC 
4. 

El CBC es una declaración tributaria en la que el grupo multinacional 
desagrega sus principales magnitudes por geografías. 

Normalmente, aunque no siempre, lo declara la matriz en su país de 
residencia y este país lo comparte con los demás. 

El CBC es una herramienta muy potente para analizar la distribución de 
rentas, beneficios, impuestos y medios productivos por todo el mundo, pero 
tiene limitaciones en su uso, que está regulado por los puntos 25 y 59 del 
Informe final de la Acción 13 de BEPS. Puede utilizarse para detectar riesgos 
de falta de alineación entre medios productivos, y rentas y beneficios, e 
igualmente, puede servir de justificación para continuar con indagaciones, 
pero el CBC no puede ser por sí mismo, la base de una regularización ni 
sustituir, en ningún caso, un análisis de activos, funciones y riesgos. 

Bajo ningún concepto son admisibles argumentaciones del estilo de que, 
puesto que en España están el 10% de las ventas y los trabajadores del 
grupo, le corresponde a España el 10% del beneficio. 

Imaginemos que el actuario detecta que un grupo multinacional tiene un 
beneficio muy relevante en una jurisdicción de baja tributación en la que no 
tiene trabajadores ni activos materiales. 

El actuario, en ningún caso puede utilizar el CBC como única evidencia para 
discutir la legitimidad de esa asignación de beneficios. El CBC sirve para 
detectar el posible riesgo de que se esté asignando indebidamente un 
beneficio a una jurisdicción, y sirve como base para posteriores indagaciones 
sobre cuáles son los motivos de que en esta jurisdicción se pongan de 
manifiesto estos beneficios. En cualquier caso, es necesario realizar un 
análisis de activos, funciones y riesgos, asumidos por las partes involucradas 
en las transacciones sujetas a revisión. 

- Declaración de información de determinados mecanismos transfronterizos 
de planificación fiscal, introducida por la DA 23 de la Ley General Tributaria 
(en adelante LGT). 

Esta declaración tiene su origen en la experiencia de varios países y en los 
trabajos en el marco del proyecto BEPS, en concreto en la Acción 12, pero 
no se estableció como obligación, sino como posible medida que podían 
adoptar los países que lo desearan. La Unión Europea lo hizo, por lo que su 
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regulación es europea y se intercambia solo en el seno de los países de la 
Unión Europea en virtud de la denominada DAC 6. 

Mediante esta declaración se deben poner en conocimiento de las 
administraciones tributarias determinados tipos de mecanismos fiscales que, 
potencialmente, puedan causar un perjuicio fiscal. 

Esta declaración se debe presentar cuando se cumplen unos requisitos 
objetivos, denominados señas distintivas, y, en ocasiones, subjetivos, por el 
denominado test del beneficio principal, pero no presupone una irregularidad 
en la operación realizada. 

No todos los mecanismos que se declaran e intercambian en el marco de la 
DAC6 están relacionados con precios de transferencia, pero sí hay varias 
señas distintivas que están orientadas específicamente a los precios de 
transferencia y otras que, por su naturaleza pueden afectar a esta materia. 

Por ejemplo, la seña distintiva E3 se refiere a reestructuraciones 
empresariales, en términos similares a los del Capítulo IX de las Directrices, 
a las que se dedica un capítulo en este manual. Las reestructuraciones 
transnacionales deben declararse cuando se espere una caída del EBIT 
superior al 50%. 

El motivo por el que estas reestructuraciones empresariales deben 
comunicarse a las administraciones tributarias implicadas no es que se 
presuponga algo irregular o ilegítimo en la operación, sino que, dada su 
condición transnacional, es complicado que las administraciones tributarias 
puedan tener conocimiento de ellas por sus propios medios en un plazo 
razonable para poder analizarlas. 

Por tanto, estas declaraciones no presuponen nada ilegítimo, pero deben 
permitir a la Administración tener la información suficiente para identificar 
áreas de riesgo que pueda considerar necesario analizar. 

 
3. PRÁCTICA DE LA COMPROBACIÓN. 

3.1.  LAS FACULTADES DE LA ADMINISTRACIÓN. 

La potestad de la Administración para comprobar la corrección de la política de 
precios de transferencia de una empresa viene recogida en el artículo 18.10 de 
la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, en 
adelante LIS cuando establece que: 

“La Administración tributaria podrá comprobar las operaciones realizadas 
entre personas o entidades vinculadas y efectuará, en su caso, las 
correcciones que procedan en los términos que se hubieran acordado 
entre partes independientes de acuerdo con el principio de libre 
competencia (…)” 

La potestad de la Administración abarca, por tanto, los términos de la 
transacción, no solo el precio. 

Aunque normalmente la corrección que, en su caso, se practique, se sustanciará 
en el precio de la operación, y aunque el propio concepto de “precios de 
transferencia” parezca empujar toda la cuestión hacia la determinación de un 
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precio, lo cierto es que la facultad de comprobación de la Administración se 
refiere en general a los términos de la operación, y no solo a su precio. 

En términos similares, los Convenios para evitar la Doble Imposición (en 
adelante CDI) se refieren en su artículo 9 a correcciones en los beneficios de las 
partes de una transacción cuando: 

“(…) las dos empresas estén, en sus relaciones comerciales o financieras, 
unidas por condiciones aceptadas o impuestas que difieran de las que serían 
acordadas por empresas independientes, (…)” 

Tampoco los CDI hablan del precio de la operación, sino de las “condiciones” de 
la misma. De nuevo, es de esperar que la condición de la transacción que puede 
separarse de lo habitual en el mercado será el precio en la mayor parte de las 
ocasiones, pero pueden ser otros elementos. 

La comprobación de los precios de transferencia no puede reducirse a aplicar un 
método de valoración, sino que deberemos entender el negocio de la empresa, 
delinear con precisión la operación analizada y, solo al final, a la vista de estos 
elementos, analizar si la valoración de la operación está correctamente 
practicada. 

3.2. ENTENDER EL NEGOCIO DE LA EMPRESA. 

Este es un punto en el que las Directrices dan poca ayuda sobre cómo realizar 
este trabajo. 

Podemos citar el punto 1.34 en el que se resalta la importancia de entender, 
tanto el tipo de negocio de la empresa, como el sector de la economía en el que 
opera y se resalta la importancia que el máster file puede tener para conseguirlo. 

Otras fuentes de información relevante pueden ser la página web de la empresa, 
o la información depositada en registros públicos. 

Por último, nunca debe descartarse la entrevista al propio personal de la 
empresa, pensando, no en obtener información directamente utilizable en una 
regularización, sino simplemente en entender la empresa y su funcionamiento 
hablando con quienes mejor la conocen. 

3.3. DELINEAMIENTO DE LAS OPERACIONES. EL ANÁLISIS DE 
COMPARABILIDAD. 

Si para entender la empresa y su negocio las Directrices no dan demasiada guía, 
sí dedican un amplio espacio al análisis de los denominados factores de 
comparabilidad. A ellos se refieren tanto el artículo 17.2 del RIS como el punto 
1.36 de las Directrices. 

Los factores que analizar son: 

“a)  Las características específicas de los bienes o servicios objeto de las 
operaciones vinculadas. 

b)  Las funciones asumidas por las partes en relación con las operaciones 
objeto de análisis, identificando los riesgos asumidos y ponderando, en su 
caso, los activos utilizados. 

c)  Los términos contractuales de los que, en su caso, se deriven las 
operaciones teniendo en cuenta las responsabilidades, riesgos y beneficios 
asumidos por cada parte contratante. 
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d) Las circunstancias económicas que puedan afectar a las operaciones 
vinculadas, en particular, las características de los mercados en los que se 
entregan los bienes o se prestan los servicios. 

e) Las estrategias empresariales.” 

El punto 1.37 y siguientes de las Directrices señala que estos elementos se 
deben tener en cuenta en dos fases distintas del análisis de la operación, 
primero, para delinear la operación y, segundo, para realizar el análisis de 
comparabilidad.  

En este capítulo nos centraremos en el delineamiento de la operación, es decir, 
en el análisis de las características de la operación. El análisis de 
comparabilidad, más centrado en la búsqueda de operaciones comparables para 
practicar la valoración, se analiza en otro capítulo de este manual. 

3.3.1. Características específicas de los bienes. 

El análisis de las características de los bienes y servicios dependerá de la 
relevancia que estas características puedan tener sobre el valor de la 
transacción. 

Para el caso de los intangibles, por ejemplo, las Directrices (1.127) señalan como 
características a tener en cuenta el tipo de intangible, no es igual una patente 
que un know-how, si tiene protección legal, o la duración de esa protección, por 
ejemplo. 

En cualquier caso, las características de los bienes también serán más o menos 
relevantes según el tipo de método de valoración aplicado. 

Hay métodos de valoración que se centran más en los bienes o servicios objeto 
de transacción, mientras que en otros métodos resultan más relevantes las 
funciones y los riesgos que asumen cada parte. 

Para el precio libre comparable, será exigible la mayor similitud entre los activos 
o servicios analizados. Este método se centra mucho en el precio de un bien o 
servicio comparable, por lo que, sin perder jamás de vista la importancia de las 
funciones y riesgos de las partes debe prestarse especial atención a cómo de 
comparables son los bienes y servicios objeto de transacción. 

Sin embargo, para otros métodos de valoración, las funciones y los riesgos 
asumidos por las partes serán mucho más relevantes y se permitirán mayores 
diferencias en los bienes y servicios. 

Por ejemplo, si estamos analizando un concesionario de automóviles, un método 
como el precio libre comparable que se fije en el precio de los vehículos, 
requerirá una gran similitud de los mismos. Exigiremos que sea el mismo modelo, 
con los mismos extras, mismas condiciones de financiación, etc., o al menos que 
puedan ajustarse estas diferencias en el precio. 

Sin embargo, en un método que valore la rentabilidad de un concesionario de 
automóviles, nos bastará que sean automóviles, ni siquiera exigiremos que sea 
la misma marca, salvo que haya elementos para pensar que unas marcas 
suponen márgenes mayores que otras. 
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3.3.2. Términos contractuales. 

Las relaciones entre las partes vinculadas frecuentemente vendrán recogidas en 
un contrato entre ellas, en el que se establezcan los derechos y las obligaciones 
de las partes. 

Ahora bien, si entre partes independientes un contrato, frecuentemente reflejará 
fielmente a qué se compromete y qué espera recibir cada parte, entre partes 
vinculadas, dará lugar a un análisis más complejo.  

Entre partes independientes el objetivo del contrato es recoger los derechos y 
las obligaciones de cada uno de los implicados. Es tanto una obligación, como 
un derecho para cada uno de ellos, por lo que se atendrán fielmente a sus 
cláusulas. Por decirlo de otra manera, el contrato refleja un interés común en un 
negocio, pero también el interés divergente de cada parte. 

Imaginemos la compraventa de un inmueble. Ambas partes tendrán un interés 
común, en la transmisión de la propiedad, pero mientras el vendedor querrá 
venderlo lo más caro posible, el comprador querrá comprarlo lo más barato que 
pueda. Igualmente, si surgen vicios tras la transmisión, el comprador querrá ser 
compensado, mientras que el vendedor querrá no compensar. El contrato 
reflejará de forma lo más clara posible las cláusulas con las que ambas partes 
quieran protegerse. Ninguna parte aceptará unos términos que le sean 
perjudiciales, salvo que obtenga algo a cambio, o una compensación. 

Esto no es igual entre partes vinculadas, ambas sometidas en última instancia a 
una voluntad común, cuyo incentivo es obtener el mayor beneficio posible del 
negocio, en conjunto, aunque ello sea perjudicial para una de las partes 
implicadas en el negocio. 

Por ese motivo, un contrato entre partes vinculadas puede estar redactado en 
unos términos perjudiciales para una de las partes, que alguien independiente 
no hubiese aceptado, o al menos no, sin una compensación, o puede presentar 
unas cláusulas que después no se verifican en el comportamiento real de las 
partes, sin que el perjudicado reclame su cumplimiento. 

En materia de precios de transferencia, y a los meros efectos de valorar la 
operación, no podemos limitarnos a aceptar las cláusulas del contrato, 
deberemos valorar si esas cláusulas las hubiesen aceptado partes 
independientes, así como si se cumplen en la práctica. 

Para ello acudiremos al siguiente punto, que es el análisis de activos funciones 
y riesgos. 

3.3.3. Análisis de activos funciones y riesgos. 

El análisis de activos, funciones y riesgos es el corazón del análisis para delinear 
correctamente la operación. 

Cuando hablamos de activos, nos referimos al análisis de qué activos utiliza cada 
parte para realizar sus funciones. Por ejemplo, es relevante analizar si una de 
las partes utiliza intangibles desarrollados por ella, aunque no estén 
contabilizados. 

Para analizar los activos que utiliza un fabricante no nos interesa solo la fábrica, 
sino también saber, por ejemplo, si el fabricante ha desarrollado un 
procedimiento de fabricación novedoso que le distinga de sus competidores. 
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El análisis de funciones implica el estudio de cuáles son las actividades que 
realiza cada una de las partes implicadas en la transacción. 

En un punto anterior se ha señalado lo importante que es entender el negocio de 
la empresa. De este conocimiento, debe surgir un perfil de cuáles son las 
actividades importantes para el negocio que realiza la empresa. 

Es tarea del actuario valorar quién realiza cada función y con qué nivel de 
responsabilidad. 

Por ejemplo, en el análisis de una actividad comercial, es relevante si la entidad 
que realiza una actividad comercial se limita a realizar una actividad promocional 
del producto, pero no lo comercializa, o si, por el contrario, sí lo comercializa. En 
el segundo caso, puede que negocie los precios, o puede que se limite a ofrecer 
un precio fijo que le viene dado por otra empresa de su grupo. Si tiene capacidad 
de negociación, puede que sea plena, o que esté limitada por autorizaciones de 
personas de otras entidades más allá de ciertos límites. 

En esa función comercial, puede asumir las funciones logísticas respecto del 
producto que se comercializa, o puede que esa función la realice un tercero. 

Es importante tener en cuenta que el comportamiento de las partes puede no ser 
completamente coherente con los contratos que tenga firmados con otras 
entidades de su grupo. 

Por ejemplo, es posible que, de acuerdo con los contratos firmados por el 
contribuyente, no tenga la facultad de cerrar contratos de venta de los productos, 
pero, sin embargo, en la comprobación puede ser que se observe que el 
contribuyente negocia las ventas y llega al acuerdo, y que la firma del contrato 
por otra entidad es un mero formalismo. En este caso, el analista, a efectos de 
valorar las operaciones, tendrá que prestar atención a cuál es el comportamiento 
real de las partes, en caso de que no se ajuste a lo estipulado en los contratos o 
acuerdos presentados. 

En el local file, el contribuyente debería informar de cuáles son las funciones 
relevantes para su negocio, y de quién las ejerce. El actuario deberá: 

·  analizar si las funciones enumeradas en el local file, son las más relevantes, 
si se están presentando funciones que no son tan relevantes, o si se están 
omitiendo o infravalorando funciones que sí son importantes y 

· analizar si el comportamiento de las partes y su nivel de responsabilidad es 
coherente con lo manifestado en el local file y en los contratos firmados por 
las partes. 

Por último, es necesario realizar un análisis de los riesgos incurridos por las 
partes.  

Al igual que en el caso de las funciones, el conocimiento de la empresa y la 
comprensión de su negocio, deben permitir valorar qué riesgos son relevantes 
para un negocio y cuáles no lo son, o no lo son tanto. 

Aunque resulte un poco obvio, podemos pensar que para una empresa que 
realiza su actividad dentro de la zona euro, el riesgo de tipo de cambio será poco 
o nada relevante. Sin embargo, para una empresa que tiene un porcentaje 
sustancial de sus operaciones con jurisdicciones que tienen una divisa volátil, la 
gestión de este riesgo de tipo de cambio puede ser muy importante. 
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Para cada tipo de negocio habrá que valorar cuáles son los riesgos más 
relevantes. 

A continuación, lo que tiene que hacer el analista es comprobar quiénes y cómo 
gestionan estos riesgos. 

Es importante recalcar que, a efectos de analizar los riesgos en operaciones 
vinculadas, los elementos más relevantes a considerar no son los de carácter 
formal, relativos a titularidades jurídicas o contractuales, sino los relativos a quién 
tiene la capacidad de tomar decisiones sobre los riesgos e influir en ellos, para 
asumirlos, mitigarlos o decidir no asumirlos. 

Por ejemplo, en el caso del riesgo de crédito, el aspecto más relevante para la 
valoración no es simplemente qué parte ha contabilizado el derecho de crédito 
y, por tanto, sufriría la pérdida contable en caso de impago, sino quién decidió 
hacer la venta, si se hizo un análisis de solvencia del cliente, quién decidió que 
no existía riesgo de impago, o si se concluyó que sí existía riesgo, quién decidió 
que, no obstante, la venta se realizaría, o que se realizara, pero solo bajo ciertas 
condiciones como contratar un seguro o exigir la mayor parte del precio por 
anticipado. 

Es evidente que esto significa que es posible que la pérdida contable puede 
producirse en una empresa diferente de la que decidió realizar la venta y asumir 
el riesgo de impago. 

Para corregir esta contradicción se debe prever un mecanismo para que la 
empresa que asume el riesgo compense a la que sufre la pérdida. La forma más 
habitual de hacerlo será elegir un método de valoración que prevea qué partes 
asumen mayores o menores riesgos. 

El proceso de análisis del riesgo está recogido en las Directrices, en el punto 
1.60: 

1.  Primero se deben identificar los riesgos relevantes para el negocio del 
contribuyente. Una vez más, este primer paso debe ser el resultado del 
conocimiento del contribuyente y de su negocio. 

2. Identificar la forma en la que estos riesgos se asumen de acuerdo a los 
contratos firmados por las partes. 

3. A través del análisis funcional, al que ya nos hemos referido más arriba, 
deberá determinarse quién realiza las funciones de control y mitigación del 
riesgo, quién soporta las consecuencias positivas o negativas del riesgo y 
quién tiene la capacidad financiera de asumir estas consecuencias 

Para analizar los elementos determinantes del riesgo en una operación, 
debemos tener en cuenta el punto 1.61 de las Directrices define qué debe 
entenderse por “gestión del riesgo”. La gestión del riesgo implica: 

i)  la capacidad de tomar decisiones, y la toma efectiva de decisiones, sobre si 
aceptar, rechazar, o interrumpir operaciones. 

Hablamos de capacidad porque no basta que se tomen decisiones, es 
necesario tener los medios para poder valorar las consecuencias de las 
decisiones. Un agente que se limite a aprobar las recomendaciones de un 
tercero no puede considerarse que controle verdaderamente un riesgo. 
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Como señala el punto 1.67, los encargados de tomar una decisión deben 
tener la competencia, experiencia e información necesarias para poder 
tomar esa decisión. 

ii)  la capacidad de tomar decisiones, y la toma efectiva de decisiones, sobre 
cómo enfrentarse a los riesgos. 

iii)  la capacidad de tomar decisiones, y la toma efectiva de decisiones, para 
mitigar los riesgos. 

Estas funciones para gestionar el riesgo no tienen por qué ser ejercidos por una 
única entidad. Una entidad puede tomar la decisión de aceptar un riesgo, y 
encargar a otra entidad que realice las funciones para mitigar el riesgo. 

Igualmente, hay que diferenciar el “control del riesgo”, del concepto “asumir el 
riesgo”, es decir, soportar las consecuencias positivas o negativas de ese riesgo. 

4.  El siguiente paso es analizar si el comportamiento de las partes es coherente 
con lo que se ha establecido en los contratos firmados. Es decir, se trata de 
contrastar si la parte que soporta el riesgo de acuerdo con los contratos 
coincide con la que ejerce las funciones de control y gestión del riesgo. 

5.  En caso de que no coincidan, se asignará el riesgo a la parte que lo controle. 

 El riesgo se asignará a la parte que controle el riesgo y tenga la capacidad 
financiera de asumirlo. En caso de que haya varias entidades que participen 
en el control del riesgo, se asignará a quien ejerza mayores funciones de 
control, y ésta remunerará por sus funciones al resto de entidades que 
contribuyan. 

6.  La valoración, finalmente, tendrá que ser coherente con el reparto de riesgos. 

 Si en una operación hay una parte que es la que controla el riesgo y tiene la 
capacidad de asumirlo, el método de valoración deberá recoger ese hecho, 
de modo que sea esta parte la que obtenga el beneficio o la pérdida que 
derive del riesgo, mientras que a la otra parte se le remunerará de manera 
que recoja que no controla el riesgo y que por lo tanto debe obtener una 
retribución esperada menor, pero estable. 

3.3.4. Las circunstancias económicas. 

Por circunstancias económicas nos referimos a todos aquellos elementos que 
rodean la transacción y que pueden incidir en la valoración. Las Directrices 
mencionan elementos como el tamaño del mercado, lo competitivo que éste sea, 
el poder relativo de compradores y vendedores, el momento del ciclo económico, 
etc. 

Estos factores deben ser identificados, en la medida en que puedan tener una 
incidencia en la valoración de la operación, pero no siempre van a tener la misma 
trascendencia. 

Por ejemplo, en el caso de España, la mayor parte de las empresas operan en 
el mercado europeo, por lo que el mercado relevante a analizar es el europeo, 
no el español. Las condiciones competitivas de las empresas españolas serán 
similares a las de una empresa griega, polaca o sueca. Puede haber otras 
ocasiones concretas, sin embargo, en las que las características del mercado 
español sean tan específicas, que no pueden compararse a las de otros 
mercados europeos. 
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En cualquier caso, donde verdaderamente alcanza toda su importancia esta 
cuestión es en la identificación y análisis de comparables. En el ejemplo del 
análisis del mercado, será necesario valorar si la transacción analizada que 
realiza una empresa española es comparable a las que pueda realizar cualquier 
otra empresa europea (que será lo más frecuente), o si tiene unas características 
que son específicas de España. 

Esta cuestión se analiza en un capítulo dedicado al análisis de comparabilidad, 
por lo que no vamos a insistir en este momento. 

3.3.5. Las estrategias empresariales. 

El término estrategias empresariales no lo debemos entender en un sentido 
amplio, sino más bien estrecho. 

Por estrategias empresariales debemos entender aquellas estrategias que lleven 
a un contribuyente a separarse del comportamiento normal en un mercado para 
conseguir un fin. 

El ejemplo propuesto por las Directrices es el de una empresa que, con el 
objetivo de ganar cuota de mercado decide vender sus productos por un precio 
inferior al de sus competidores en ese mercado. Es lo que se conoce 
habitualmente como políticas de “penetración” en un mercado. 

Ahora bien, la existencia de una política de penetración en mercado no solo debe 
acreditarse, es decir, no solo debe demostrarse que de verdad se ha producido 
esta política, sino también que la política aplicada tiene sentido económico y es 
coherente con el perfil funcional y de riesgos de la empresa. 

En primer lugar, debe tener sentido económico. Una empresa independiente 
podría estar dispuesta a obtener menores rentas durante un periodo de tiempo, 
si de ello puede esperar obtener una ventaja que compense ese esfuerzo, por 
ejemplo, aumentar su cuota de mercado. Pero ese esfuerzo debe ser temporal. 
Lo que no tendría sentido es que se pretendiese justificar una menor renta de 
forma continuada por una supuesta estrategia empresarial. 

La estrategia, además, debe ser coherente con el comportamiento de la 
empresa. No basta con argumentar una política de crecimiento en el mercado, 
debe poderse observar que el comportamiento de la empresa es en general 
coherente con un esfuerzo orientado a lograr el crecimiento de la empresa. Una 
hipotética reducción de márgenes de venta orientada a aumentar la cuota de 
mercado debería acompañarse de esfuerzos comerciales y publicitarios más 
intensos para lograr ese fin. 

Igualmente debe haber un componente de razonabilidad financiera. El beneficio 
futuro esperado debería ser coherente con el esfuerzo que el contribuyente dice 
estar realizando. 

Dicho de otra manera, un contribuyente que pretenda justificar una renta inferior 
a la que corresponde a los comparables en el mercado argumentando que sigue 
una estrategia empresarial de la que esperar un beneficio futuro, debería poder 
justificar unas rentas futuras esperadas de un importe suficiente para justificar el 
esfuerzo actual. 

Por último, la estrategia debe ser coherente con el perfil funcional y de riesgos 
del contribuyente. No es razonable pretender que un empresario acepte menores 
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rentas para lograr aumentar la cuota de mercado del grupo, si el beneficio 
asociado a ese aumento de ventas se va a materializar en otra empresa del 
grupo. 

Imaginemos un comisionista que percibe una retribución rutinaria por unas 
funciones sencillas y unos riesgos reducidos. Difícilmente un comisionista 
independiente aceptaría una reducción de sus rentas para lograr un aumento de 
ventas cuyo beneficio corresponderá a su comitente, y no a él. 

Entre empresas vinculadas, el coste de la estrategia empresarial deberá ser 
soportado por aquel agente que espera poder disfrutar en el futuro de los 
beneficios de esta estrategia. 

3.4. VALORACIÓN DE LA OPERACIÓN. 

Una vez realizada la comprobación de los factores de comparabilidad, tal como 
se ha explicado en el apartado anterior, la Administración deberá ajustar, si 
procede, los términos de la transacción analizada, y proceder a analizar el 
método de valoración. 

En primer lugar, deberá determinarse si el comportamiento de las partes es 
coherente con los términos definidos por el contribuyente. 

Es decir, por ejemplo, si el contribuyente en su análisis argumenta que 
determinadas funciones no son realizadas por el contribuyente inspeccionado, 
sino por otra empresa del grupo, pero la Administración verifica que realmente 
es el contribuyente quien realiza esas funciones, deberá elevar el perfil funcional 
a efectos de realizar la valoración. 

Igualmente, si el contribuyente argumenta una escasa rentabilidad en una 
estrategia empresarial conducente a aumentar su cuota de mercado, pero la 
Administración verifica que el beneficio futuro esperado no es coherente con el 
esfuerzo realizado, deberá negar la existencia de la estrategia, o reconocerla, 
pero solo hasta un importe que sea coherente con el beneficio futuro esperado. 

Por último, una vez que los términos de la operación han sido delineados con 
arreglo al comportamiento de las partes, se debe proceder a comprobar el 
método de valoración aplicado. 

La comprobación del método de valoración, de los comparables utilizados y de 
los rangos obtenidos, no puede ser nunca el punto de partida de una 
comprobación, sino que debe ser siempre el punto de llegada, porque la elección 
del método de valoración y de los comparables debe ser el resultado del análisis 
de los factores de comparabilidad que hemos visto en el apartado anterior. 

A la vista de su análisis de los factores de comparabilidad, la Administración 
podrá: 

i) Aceptar el método y la valoración aplicados por el contribuyente. 

ii) Aceptar el método de valoración, pero realizar modificaciones al mismo. 
Modificaciones que podrán ser, desde la práctica de determinados ajustes o 
correcciones, hasta una revisión de los comparables utilizados. 

iii) Rechazar el método de valoración propuesto por el contribuyente, si se 
considera que el método no es compatible con la operación correctamente 
delineada por la Administración, y proponer una nueva valoración. En este punto 
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no entramos en cómo se haría esta valoración, y nos remitimos al capítulo del 
análisis de comparabilidad. 
 
4.  NORMAS DE PROCEDIMIENTO SOBRE LA COMPROBACIÓN DE LAS 

OPERACIONES VINCULADAS EN LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE 
SOCIEDADES. 

Encontraremos las normas procedimentales que regulan la comprobación de las 
operaciones vinculadas en el artículo 18.12 de la Ley 27/2014, del Impuesto 
sobre Sociedades (LIS) y en el artículo 19 del Real Decreto 634/2015, por el que 
se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades (RIS). 

4.1.  CONTRIBUYENTE CON EL QUE SE ENTIENDEN LAS ACTUACIONES. 

Señala el artículo 18.12. 1º de la LIS que: 

“1.º La comprobación de las operaciones vinculadas se llevará a cabo en el 
seno del procedimiento iniciado respecto del obligado tributario cuya 
situación tributaria sea objeto de comprobación. Sin perjuicio de lo dispuesto 
en el siguiente párrafo, estas actuaciones se entenderán exclusivamente con 
dicho obligado tributario.” 

De acuerdo con este apartado: 

· la comprobación de las operaciones vinculadas no se realiza en un 
procedimiento separado, sino en el seno del propio procedimiento de 
comprobación que se esté realizando y 

· la comprobación se realiza exclusivamente respecto del obligado tributario 
sujeto al procedimiento, sin perjuicio de que otros afectados puedan recurrir 
la valoración alcanzada. 

En la práctica, debemos distinguir entre operaciones vinculadas realizadas entre 
entidades nacionales y operaciones vinculadas transnacionales. 

Por operaciones vinculadas nacionales entendemos aquellas que realizan dos 
personas o entidades que son contribuyentes españoles, ya sea en calidad de 
residentes, o de establecimiento permanente en España de una entidad no 
residente. 

Tal como señala la LIS, en estos casos, la comprobación se realizará respecto 
de uno de ellos. No es necesario que también se compruebe a la otra parte, sin 
perjuicio de que esta última pueda recurrir en los términos que veremos más 
adelante. 

No obstante, será muy frecuente que ambas partes vinculadas sean 
comprobadas simultáneamente, de modo que el ajuste que practique a una de 
las partes dará lugar a un ajuste correlativo a la otra parte. 

El ejemplo más habitual será el de las relaciones vinculadas entre socio y 
sociedad. Es posible que se compruebe únicamente al socio o únicamente a la 
sociedad, pero lo más frecuente será que ambos sean objeto de comprobación 
de forma simultánea. 

Distinto es el caso de las comprobaciones de carácter trasnacional, que en fondo 
son las que más interesan en un manual de fiscalidad internacional. En estos 
supuestos, la Administración española solo comprobará al contribuyente 
español, pero porque solo tiene competencia para comprobarle a él. 
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Imaginemos una operación vinculada entre una sociedad española y otra 
alemana. La Administración española solo podrá comprobar a la sociedad 
española, porque carece de competencia para comprobar a la sociedad 
alemana. 
 
4.2. CONCLUSIÓN DEL PROCEDIMIENTO. ACTA SEPARADA Y 

LIQUIDACIÓN PROVISIONAL. 

Señala el apartado 19.1 del RIS: 

“Cuando la comprobación de las operaciones vinculadas no sea el objeto 
único de la regularización que proceda practicar en el procedimiento de 
inspección en el que se lleve a cabo, la propuesta de liquidación que derive 
de la misma se documentará en un acta distinta de las que deban 
formalizarse por los demás elementos de la obligación tributaria. En dicha 
acta se justificará la regularización que resulte por aplicación del artículo 18 
de la Ley del Impuesto. La liquidación derivada de esta acta tendrá carácter 
provisional de acuerdo con lo establecido en el artículo 101.4.b) de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria” 

Si la comprobación de las operaciones vinculadas no son el único elemento 
regularizado, deberá separarse en un acta específica la parte de la regularización 
que afecte a las operaciones vinculadas, y esta acta dará lugar a una liquidación 
provisional. 

La norma no explica por qué, pero podemos imaginarlo fácilmente. Puesto que 
la regularización de las operaciones vinculadas puede afectar a otros 
contribuyentes que van a tener derecho a recurrir o respecto de los cuales se 
van a practicar liquidaciones, no tendría sentido comunicar a esos 
contribuyentes, elementos de la regularización que a ellos no les afectan. 

Es lógico separar la parte de la regularización que afecta a operaciones 
vinculadas y que tendrá ponerse de manifiesto a las contrapartes vinculadas, y 
la parte de la regularización que solo afecte al contribuyente y que las partes 
vinculadas no tienen por qué conocer. 

Ahora bien, por esta misma razón, podemos ir un punto más allá de la norma y 
señalar que es necesario, no solo que se separe la regularización de las 
operaciones vinculadas, sino que los ajustes correspondientes a las distintas 
contrapartes estén individualizados, o sean individualizables para cada una de 
ellas. 

Imaginemos una sociedad española que realiza operaciones vinculadas con 
sociedades de Francia, Italia y Estados Unidos. 

No basta con hacer un acta separada para las operaciones vinculadas, será 
necesario que se especifique cuáles de las sociedades son contrapartida de los 
ajustes realizados. Puede ser por ejemplo que se considere que las operaciones 
con Francia están correctamente valoradas, pero que se ajustan las operaciones 
con Italia y Estados Unidos. Ese extremo debe señalarse expresamente, y 
también debe estar individualizado o ser individualizable la parte del ajuste que 
corresponde a cada una de las sociedades. Con ese dato, las sociedades de 
Italia y Estados Unidos podrán acudir a sus autoridades correspondientes a pedir 
el ajuste correlativo por el importe que le afecta a cada una.  
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Si, por ejemplo, se señala que el ajuste es una reducción de 1 millón de las 
compras de la entidad española, pero no se indica cuánto se reducen las 
compras a la sociedad italiana y cuánto a la de Estados Unidos, éstas no sabrán 
qué reducción de ventas debe tener cada una de ellas. No podrán solicitar a las 
autoridades de sus países que les devuelva los impuestos correspondientes a 
sus menores ventas, si no saben cuánto menos ha vendido cada una de ellas.  

Una vez individualizados los importes, por ejemplo 400.000 € a la sociedad 
italiana y 600.000 a la americana, sí podrán solicitar la devolución de impuestos 
correspondiente.  

Si las administraciones de Italia y Estados Unidos no están de acuerdo con la 
regularización practicada en España, podrá solicitarse el procedimiento amistoso 
correspondiente. 

No podemos finalizar este apartado sin hacer mención a las actas con acuerdo, 
reguladas en el artículo 155 de la LGT. 

Uno de los motivos previstos por la ley para que pueda proceder un acta con 
acuerdo es que sea necesario realizar valoraciones de datos, elementos o 
características relevantes para la obligación tributaria que no puedan 
cuantificarse de forma cierta. 

Es habitual que en materia de valoración de operaciones vinculadas puedan 
darse supuestos en los que sea posible firmar un acta con acuerdo. 

Una de las principales características del acta con acuerdo es la prevista en el 
artículo 155.6 de la LGT: 

“El contenido del acta con acuerdo se entenderá íntegramente aceptado por 
el obligado y por la Administración tributaria. La liquidación y la sanción 
derivadas del acuerdo sólo podrán ser objeto de impugnación o revisión en 
vía administrativa por el procedimiento de declaración de nulidad de pleno 
derecho previsto en el artículo 217 de esta ley, y sin perjuicio del recurso que 
pueda proceder en vía contencioso-administrativa por la existencia de vicios 
en el consentimiento.” 

Sin embargo, en materia de operaciones vinculadas, existen dos peculiaridades 
que restan incentivos a la suscripción de actas con acuerdo. 

En primer lugar, no solo el contribuyente respecto del cual se realiza la 
comprobación, tiene derecho de impugnación. Las demás personas y entidades 
que han participado en la operación también tienen derecho de impugnación, por 
lo que, si éstos no suscriben también sus correspondientes actas con acuerdo, 
la liquidación podría ser impugnada, en cualquier caso, aunque el contribuyente 
no pueda hacerlo él mismo. 

En segundo lugar, en operaciones transnacionales, que no proceda recurso en 
el ámbito interno, no impide que la contraparte no residente en España de la 
operación, pueda solicitar el ajuste correlativo en su país. Si la administración 
tributaria de su país no está de acuerdo con el acta con acuerdo firmada en 
España, podría iniciarse un procedimiento amistoso que, en su resolución acabe 
implicando una corrección de la regularización practicada. 
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4.3. IMPUGNACIÓN. 

La impugnación está regulada en el artículo 18.12. 2º de la LIS y en el 19.2 del 
RIS. 

No obstante, antes de analizar estos artículos, debemos volver al 18.10 de la LIS 
cuando señala que: 

·  la Administración tributaria quedará vinculada por las correcciones que 
pueda practicar, en relación con el resto de las personas o entidades 
vinculadas y 

·  la corrección practicada no determinará la tributación por este Impuesto ni, 
en su caso, por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o por el 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes de una renta superior a la 
efectivamente derivada de la operación para el conjunto de las personas o 
entidades que la hubieran realizado. 

De la conjunción de ambos párrafos se deduce que, aunque la comprobación se 
realice respecto de un único contribuyente, el ajuste que se realice respecto del 
mismo dará lugar a un ajuste correlativo respecto de la contraparte del mismo 
importe. 

Si se está comprobando a un contribuyente “A” que realizó una entrega de una 
mercancía a un contribuyente vinculado “B”, valorada en 1.000, y la 
Administración determina que el valor de la entrega debería ser 1.500, ese 
incremento de valor de la entrega que hace “A” de 500, también deberá implicar, 
en algún momento, un incremento de valor de valor de la adquisición que hace 
“B” de 500. 

Que no pueda resultar del ajuste una renta superior, no significa que no pueda 
resultar una cuota a ingresar. Podrá resultar cuota a ingresar en supuestos como 
los siguientes: 

-  que la contraparte de la operación, en nuestro ejemplo, “B” no sea residente 
en España, y por tanto la corrección negativa a su renta deba efectuarla otra 
Administración, que, de no estar conforme con el ajuste, podrá instar un 
procedimiento amistoso, 

-  que “B” no haya ingresado por tener bases imponibles negativas, caso en el 
cual, la contrapartida del ingreso de “A” será un aumento de las bases 
pendientes de compensación de “B”, 

-  que “A” esté sujeto a un tipo de gravamen superior al de “B” o 

-  que se trate de la venta de un activo inmovilizado, de modo que la venta del 
activo deba registrarse como ingreso o beneficio para el transmitente, pero 
como activo inmovilizado para el adquirente. 

Este es el motivo por el que a “B” se le permite impugnar la liquidación que se 
realice frente a “A”, y ahora sí, pasamos al análisis de estos apartados. 

Cuando la Administración practique una liquidación por operaciones vinculadas 
a un contribuyente: 

·  en caso de que presente recurso o reclamación, se deberá notificar a las 
demás personas o entidades vinculadas la liquidación y el recurso para que 
puedan personarse en el procedimiento si lo consideran oportuno. 
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·  en caso de que el contribuyente que ha sido objeto de la comprobación no 
interponga recurso ni reclamación, una vez finalizado el plazo previsto para 
ello, se comunicará la liquidación a las demás personas o entidades 
vinculadas, para que, si lo desean, puedan presentar recurso de reposición 
o reclamación económico-administrativa. 

En caso de que se interponga recurso o reclamación, se interrumpirá el plazo de 
prescripción del derecho de la Administración para liquidar. La interrupción del 
plazo se comunicará a los afectados, y se reanudará cuando la liquidación 
adquiera firmeza. 

4.4. AJUSTE CORRELATIVO POR FIRMEZA DE LA LIQUIDACIÓN. 

Este ajuste está regulado en el artículo 18.12. 3º de la LIS y en el 19.3 del RIS. 

18.12. 3.º La firmeza de la liquidación determinará su eficacia y firmeza frente 
a las demás personas o entidades vinculadas. La Administración tributaria 
efectuará las regularizaciones que correspondan, salvo que dichas 
regularizaciones se hayan efectuado por la propia persona o entidad 
vinculada afectada, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 

Una vez que la liquidación es firme, lo es, no solo para el contribuyente 
comprobado, sino para todas las personas o entidades vinculadas, quienes, 
recordemos, ya han tenido posibilidad de impugnación previamente. 

En este momento, si el contribuyente no ha corregido ya el valor de la transacción 
será la Administración quien practique liquidación corrigiendo la valoración de la 
operación, de acuerdo con las siguientes reglas: 

·  la regularización se efectuará mediante una liquidación del último período 
impositivo cuyo plazo de declaración e ingreso hubiera finalizado cuando se 
produzca la firmeza, 

·  si el tributo no tiene periodo impositivo, se efectuará una liquidación 
correspondiente al momento en que la liquidación adquiera firmeza, 

·  si el tributo sí tiene periodo impositivo, la liquidación comprenderá todos los 
periodos afectados por la corrección derivada de la comprobación de la 
operación vinculada y 

·  se devengan intereses de demora desde la finalización del plazo de 
declaración de cada periodo, o desde la presentación de la declaración 
extemporánea en su caso, hasta la fecha de práctica de la liquidación. 

En cualquier caso, no podemos olvidar que lo más frecuente será que, o bien la 
operación sea transnacional, y por lo tanto la práctica del ajuste correlativo en la 
entidad vinculada corresponda a otra administración tributaria, pudiéndose iniciar 
un procedimiento amistoso si la otra administración no acepta el ajuste propuesto 
en España, o bien, tratándose de operaciones nacionales, se haya comprobado 
a todas las partes vinculadas simultáneamente. 


